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Este  ensayo  hace  un  análisis  crítico  de  las  principales  reformas  sociales 
implantadas en la década anterior. Se hace énfasis en el contraste entre las 
intenciones iniciales de los reformadores y los efectos finales de las reformas. 
En muchos casos, las restricciones políticas e institucionales impidieron que se 
cumplieran los  objetivos propuestos. Y en algunos casos, los resultados fueron 
opuestos a los esperados. En todos los casos, las buenas intenciones se vieron 
frustradas por los malos incentivos.  
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ROMANTICISM VERSUS REALISM IN SOCIAL POLICY: 





This critical essay examines the main social reforms undertaken in Colombia 
during the past decade. It emphasizes the gap between the initial goals of the 
reformers and the final effects of the reforms. In many cases, the purported 
goals were frustrated by political and institutional restrictions. In some cases, 
observed outcomes differed almost completely from expected results. And in all 
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Introducción 
 
De buenas intenciones está hecho el camino que conduce al fracaso de las 
iniciativas  sociales.  Un  camino  recorrido  con  frecuencia  por  los  misioneros 
sociales--aquellos políticos y activistas para quienes cada problema tiene una 
solución que depende sólo de su voluntad y denuedo. Previsiblemente, a los 
misioneros sociales les incomodan las advertencias de los científicos sociales, 
su insistencia en la necesidad de moderar las expectativas, en la importancia 
de entender los incentivos y en la futilidad de muchas empresas humanas. Los 
misioneros sociales tienen fe y actúan en consecuencia.
1 
Pero  el  discurso  escéptico  de  los  científicos  sociales,  su  prevención 
acerca  de  las  metas  (del  milenio  o  del  cuatrienio),  sus  dudas  sobre  las 
recomendaciones globales, su insistencia en la necesidad de hacer cuentas, su 
cinismo  ilustrado,  todas  estas  cosas,  en  conjunto  y  por  separado,  son  un 
contrapeso  necesario  al  voluntarismo  de  los  misioneros  sociales.  No  sobra 
decir, sin embargo, que científicos y misioneros coinciden con frecuencia en 
sus juicios y obsesiones. En tal caso, los argumentos de unos refuerzan las 
prédicas de otros. Entonces, el afán reformista se multiplica--un evento habitual 
(y ominoso) en la historia reciente del país. 
Este ensayo presenta unas cuantas advertencias sobre las dificultades 
de la política social y la inconveniencia de las fórmulas generales. Mucho de lo 
afirmado contradice no sólo las prédicas entusiastas de los misioneros, sino 
también los argumentos generales de los científicos. Más que enseñanzas, se 
presentan  algunas  herejías  disconexas  para  reformistas  convencidos  o 
conversos. 
                                                 
1 La distinción entre misioneros y científicos es tomada de una presentación reciente de William 
Easterly:  “Missionaries  vs.  scientists  in  economic  development”.  Véase 
http://www.econ.ucsd.edu/seminars/seven_ssrc.html. 
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1.  Los  beneficios  a  las  mujeres  cabeza  de  familia:  algunas 
consecuencias inesperadas 
 
Las  políticas  sociales  causan  cambios  de  comportamiento,  afectan  los 
incentivos y pueden tener efectos inesperados, muchas veces contrarios a la 
intención  inicial.  De  tiempo  atrás,  los  economistas  han  llamado  la  atención 
sobre  los  efectos  perversos  del  estado  de  bienestar,  el  cual  puede  generar 
dependencia y apatía, disminuir los incentivos para acumular capital humano y 
desplazar  a  la  familia  de  su  papel  fundamental.  Algo  similar  ocurre  con  las 
políticas públicas que buscan favorecer un grupo racial o social específico. 
En  Colombia,  no  existen  programas  de  discriminación  positiva  pero 
existen  normas  que  otorgan  un  trato  preferencial  a  las  mujeres  cabeza  de 
familia. La Ley de 82 de 1993 prescribe que las mujeres cabeza de familia 
tendrán prerrogativas en la adjudicación de contratos públicos y que sus hijos 
tendrán  prioridad  en  la  asignación  de  cupos  escolares.  La  fórmula  de 
calificación para los beneficiarios potenciales de subsidios de vivienda otorga 
un  puntaje  mayor  a  las  mujeres  cabeza  de  familia.  Por  disposición 
gubernamental,  las  mujeres  cabeza  de  familia  son  inmunes  a  la 
reestructuración del Estado. Y por voluntad del Congreso, las mujeres cabeza 
de  familia  que  no  han  servido  sus  deudas  hipotecarias  no  pueden  ser 
embargadas.
2 
Aunque la buena intención de las normas reseñadas es incuestionable, 
su pertinencia es dudosa. Probablemente el acceso al crédito hipotecario de 
muchas mujeres cabeza de familia se verá restringido como resultado de las 
buenas intenciones del legislador. Al mismo tiempo, las prerrogativas otorgadas 
a las mujeres cabeza de familia pueden haber contribuido a aumentar la tasa 
de divorcio. En los meses previos a la poda estatal, las mujeres que cambiaron 
su estado civil para conservar su empleo se convirtieron en lugar común (y en 
                                                 
2 La decisión de no despedir las madres cabeza de familia hace parte del “retén social”, uno de 
los  componentes  del  Programa  de  Renovación  de  la  Administración  Pública  (PRAP).  El 
carácter inembargable de las viviendas de habitación propiedad las madres cabeza de familia 
fue instituido en  la Ley 861de diciembre 26 de 2003.    5 
chiste  repetido)  en  muchas  oficinas  públicas.  Divorcios  racionales  diría  un 
economista clásico.
3 
A  un  nivel  más  agregado,  el  Gráfico  1  muestra  que  el  porcentaje  de 
mujeres divorciadas o separadas ha crecido de manera sistemática desde los 
años  setenta,  con  consecuencias  previsibles  sobre  el  bienestar  de  los 
involucrados.
4  Aunque  las  razones  son  varias  y  variadas,  el  tratamiento 
preferencial  a  las  madres  cabeza  de  familia  podría  convertirse  en  un  factor 
exógeno  que  acelere  una  dinámica  endógena  ya  de  por  sí  creciente  y 
preocupante. Si divorciarse paga (literalmente), los divorcios van a aumentar. 
De eso no cabe duda. 
Pero  los  misioneros  sociales  no  parecen  preocupados  por  el  tema. 
Ocupados, como están, en hacer el bien sin mirar a quien podrían terminar 
haciendo el mal sin saber por qué. 
 
Gráfico 1. Porcentaje de hombres y mujeres divorciados o separados 










        Fuente: ENH, cálculos del autor. 
                                                 
3 En un tema relacionado, los efectos de los subsidios a madres pobres cabeza de familia 
sobre  la  fertilidad  adolescente  se  han  debatido  de  manera  profusa  en  los  Estados  Unidos. 
Véase,  por  ejemplo,  Rosenzweig  (1999),  quien  muestra  que  los  subsidios  en  cuestión 
aumentan de manera sustancial la fertilidad adolescente entre mujeres pobres.  
4 El porcentaje de divorciados o separados es mucho mayor entre las mujeres que entre los 
hombres ya que los hombres son más adeptos a volverse a casar que las mujeres. Para un 
resumen de los efectos del divorcio sobre el bienestar material de las madres y el desempeño 
escolar de los hijos, véase Page y Stevens (2002) y Piketty (2003).    6 
2.  Los  subsidios  a  la  demanda  en  el  sector  salud:  teoría  versus 
práctica 
 
Desde hace varios lustros, se ha venido promoviendo, especialmente por las 
entidades multilaterales de crédito, la adopción de subsidios a la demanda para 
la  provisión  de  servicios  sociales.  Los  argumentos  no  son  misionales,  son 
científicos. Se dice que los subsidios a la demanda estimulan la competencia, 
ayudan  a  la  disolución  de  monopolios  estatales  ineficientes  y  aletargados, 
facilitan la focalización, y pueden evaluarse y expandirse con mayor facilidad. 
Estos fueron los argumentos que inspiraron el nuevo sistema de salud 
creado por la Ley 100 de 1993. La teoría parecía impecable. En lugar de seguir 
transfiriendo  recursos  a  los  hospitales  públicos,  resultaría  más  eficiente  y 
equitativo  entregarles  a  los  pobres  un  seguro  de  salud  que  les  permitiese 
acceder a los servicios según sus necesidades y antojos. Eficiente porque no 
se  desperdician  recursos  en  inversiones  ociosas  y  costos  laborales 
exagerados.  Y  equitativo  porque  se  entregan  los  recursos  directamente  a 
quienes  más  los  necesitan.  Simplemente,  o  al  menos  así  se  supuso,  se 
requiere un período de transición para que los hospitales públicos se conviertan 
en vendedores de servicios y los recursos de oferta se transformen plenamente 
en recursos de demanda. 
Por desgracia, en la práctica todo resultó diferente. El Gráfico 2 muestra 
que la transformación de recursos de oferta a demanda no ocurrió como se 
supuso  inicialmente.  Por  el  contrario,  los  hospitales  públicos  han  sido 
destinatarios de una porción creciente del gasto. Además, la creación de los 
subsidios a la demanda condujo a la duplicación del gasto: se usan recursos no 
sólo  en  mantener  unos  hospitales  públicos  subutilizados,  sino  también  en 
subsidiar  la  demanda  de  los  pobres,  quienes  acuden preferentemente  a  los 
hospitales privados (algunos de ellos de pésima calidad). El resultado ha sido 
un aumento del gasto sin resultados apreciables en los indicadores de salud.
5 
 
                                                 
5 Sobre este punto no existe evidencia definitiva. Sorprende, sin embargo, que los adalides de 
la Ley 100 de 1993 (científicos en su mayoría) se limiten a señalar el aumento en la cobertura 
de aseguramiento y en la equidad financiera, pasando por alto la evolución de las condiciones 
de salud de la población como un todo. Véase, por ejemplo, Escobar y Panagiota (2003).   
   7 
Gráfico 2. Composición del gasto en salud 
 
         Fuente: DNP- DDS. 
 
Los científicos sociales que, con pasión de misioneros, defendieron la 
adopción de un esquema de subsidios a la demanda nunca tuvieron en cuenta 
que la oferta pública es, por razones políticas, casi completamente inelástica. 
Tampoco  intuyeron  que  la  reforma  iba  a  generar  grandes  inequidades 
horizontales: la mitad de los pobres adentro, la mitad afuera. Ni previeron que 
la transformación de recursos era un imposible dinámico--un círculo vicioso sin 
salida--. Inicialmente los recursos de oferta tienen que mantenerse para así 
atender a la población pobre no afiliada, lo que le resta recursos a los subsidios 
de demanda, lo que frena la vinculación de nuevos afiliados, lo que impide la 
reducción de los recursos de oferta, lo que le resta más recursos a la demanda, 
y así sucesivamente hasta nunca alcanzar la cobertura universal que terminó 
por convertirse en otro sueño misionero. 
La historia del sector salud es una advertencia para quienes continúan 
defendiendo los subsidios a la demanda con argumentos teóricos que ignoran 
las  restricciones políticas.  Si  la  oferta pública  es  inelástica,  la alternativa  es 
aprender a vivir con ella. Ello no implica aceptar estoicamente la ineficiencia de 
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eficiencia  mediante,  por  ejemplo,  la  adopción  de  esquemas  de  pago  que 
transmitan los incentivos correctos. 
Por ejemplo, la transformación de recursos de oferta a demanda implica 
necesariamente  el  cierre  de  algunos  hospitales  públicos--una  medida  poco 
factible políticamente como lo demuestra la experiencia de la última década--. 
Quedaría, entonces, la alternativa de adoptar esquemas de pago prospectivos 
para  los  hospitales  públicos  no  liquidables.  Ello  no  sólo  es  más  viable 
políticamente, como lo muestra la experiencia de Antioquia y Bogotá, sino que 
tiene efectos sustanciales sobre la eficiencia, como lo muestra, por ejemplo, la 
experiencia de los Estados Unidos.
6 
Finalmente, cabe una pregunta retórica: ¿que ganaríamos con adoptar 
un  esquema  de  subsidios  a  la  demanda  para,  dígase,  los  servicios  de 
capacitación y entrenamiento laboral si por razones políticas la oferta pública, 
el  Sena para  ser  directos, no  se  puede  reducir?  Nada distinto a  duplicar  el 
gasto  en  aras  de  una  mayor  competencia  y  una  mayor  eficiencia  que  sólo 
existen  en  los  cálculos  optimistas  de  misioneros  convencidos  y  científicos 
ingenuos. 
 
3. La descentralización: problemas que persisten y soluciones que 
no lo fueron tanto 
 
La Ley 60 de 1993 constituye un ejemplo perfecto de romanticismo social. A 
comienzos de los años noventa, el furor descentralizador estaba en boga. Se 
decía  que  tanto  la  calidad  como  la  eficiencia  de  los  servicios  sociales 
aumentarían  al  acercar  prestadores  (i.e.,  políticos)  y  consumidores  (i.e., 
ciudadanos), que las preferencias sociales se verían mejor representadas, que 
habría  mayor  rendición  de  cuentas,  mejor  gestión  y  mayor  responsabilidad 
fiscal. En últimas, mayor democracia, mayor equidad y mayor eficiencia. Nadie 
advertía sobre las posibles contradicciones. Ni los científicos ni los misioneros 
parecían  tener  dudas.  El  consenso  era  absoluto  y  el  afán  reformista 
avasallante. 
                                                 
6  Para  un  estudio  de  los  efectos  sobre  la  eficiencia  de  adoptar  esquemas  de  pagos 
prospectivos, véase, por ejemplo, Gutterman y Dobson (1986).    9 
Diez años después, los resultados de la descentralización no han sido 
los  esperados,  para  decir  lo  menos.  Como  siempre,  los  científicos  han  sido 
diligentes  en  encontrar  explicaciones:  que  se  sobreestimó  la  capacidad  de 
gestión de las entidades territoriales, que no se modificaron los incentivos, que 
se enfatizó exclusivamente la retribución de costos históricos, que no se tuvo 
en cuenta la heterogeneidad regional y que, además, la recesión económica y 
el  conflicto  armado  terminaron  por  echar  al  traste  las  (buenas)  intenciones 
originales. 
La Ley 715 de 2001 constituyó un intento por resolver los problemas 
señalados. Fue la respuesta científica a los excesos misioneros de la Ley 60 de 
1993. Especialmente en educación, pero también en las transferencias a los 
hospitales públicos, la idea era remunerar ya no los costos históricos sino los 
costos eficientes de atender la población servida o por servir. Así, el valor a 
transferir se calculó, para cada entidad territorial, como el producto de un valor 
por beneficiario y la población relevante.
7 Tal como se había hecho en la Ley 
100 de 1993, se supuso que las entidades territoriales ajustarían sus costos a 
las necesidades reales. En teoría, los más ineficientes tendrían dos años, el 
período de transición estipulado, para adaptarse a las nuevas circunstancias. 
En  la  práctica,  todo  resultó  diferente  (una  historia  repetida,  notará  el 
lector  acucioso).  Además  de  los  problemas  de  información,  que  obligan  a 
ajustes permanentes en las transferencias, la intención de transferir recursos 
con  base  en  la  población  atendida  se  vio  frustrada  por  la  incapacidad, 
institucional y política, de las entidades territoriales para reducir las nóminas o 
disminuir  los  costos  laborales.  En  educación,  aún  después  de  culminada  la 
transición, los valores transferidos siguen teniendo como referente principal los 
costos históricos. Y no podría ser de otra manera. Si se hubiera interpretado 
plenamente  el  espíritu  de  la  Ley,  las  entidades  territoriales  con  el  menor  
número de alumnos por maestro (o el mayor escalafón promedio) se habrían 
vistos abocadas a faltantes financieros insalvables. En Boyacá, por ejemplo, 
                                                 
7 El artículo 16 (distribución de recursos del sector educativo) dice en el numeral 16.1.2 “la 
asignación  por  alumno  se  multiplicará  por  la  población  atendida  con  recursos  del  Sistema 
General de Participaciones en cada municipio y distrito”. El artículo 49 (distribución de recursos 
para salud) dice “el valor per-cápita así resultante se multiplicará por la población pobre por 
atender  de  cada  municipio,  corregimiento  departamental  o  distrito  ajustada  por  dispersión 
poblacional y por un factor de ajuste que pondere los servicios no incluidos en Plan Obligatorio 
de Salud Subsidiado”.     10 
una interpretación estricta de la Ley habría originado un déficit  superior a los 
doscientos mil millones de pesos. 
 
Grafico 3. Participación del gasto de personal en los gastos de 
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    Fuente: DNP – DDS. 
 
En  salud,  se  ha  aceptado  que  el  déficit  estructural  de  los  hospitales 
públicos requiere intervenciones directas y aportes de la Nación. Para ello, el 
gobierno ha puesto en marcha un programa de reestructuración de hospitales 
orientado  a  reducir  los  costos  laborales  para  así  revertir  una  tendencia 
creciente que viene de tiempo atrás (ver Gráfico 3). Para decirlo de una vez, lo 
dictaminado por la Ley ha resultado infructuoso para resolver un problema que, 
en el fondo, es de carácter político. 
En síntesis, la  historia de la descentralización en Colombia arroja dos 
lecciones principales. Primero, los incentivos son fundamentales, mucho más 
que las prédicas de los misioneros. Y segundo, las instituciones y el contexto 
político son claves, mucho más que los modelos generales de los científicos. 
En  últimas,  si  las  entidades  territoriales  no  tienen  los  mecanismos  para 
gestionar  la  eficiencia  (Ej.  trasladar  maestros)  y  las  restricciones  políticas 
dificultan las medidas necesarias (Ej. cerrar hospitales), las leyes serán poco 
más que compendios de buenas intenciones. La inspiración podrá ser misional   11 
o científica pero la conclusión será la misma: las buenas intenciones requieren 
una buena dosis de realidad. 
 
4. Las transferencias condicionadas: el nuevo consenso  
 
A finales de los noventa, las transferencias condicionadas a familias pobres 
suscitaron un amplio consenso entre científicos y misioneros--un hecho similar 
al ocurrido diez años atrás con la descentralización --. Su adopción ha sido 
recomendada como la alternativa más eficiente para disminuir la desnutrición 
infantil, la deserción escolar y, en últimas, para romper las causas que llevan a 
la perpetuación de la pobreza: recomendaciones basadas ya no en prédicas 
misionales o teorías generales, sino en evaluaciones concienzudas llevadas a  
cabo por científicos sociales de talante empírico y excelente reputación. 
En  Colombia,  el  programa  Familias  en  acción  entrega  subsidios 
condicionados a 300 mil familias rurales. Aunque la evaluación de impacto aún 
no ha concluido, los resultados disponibles sugieren que el programa tiene un 
impacto discernible sobre la nutrición de los niños menores de cinco años y la 
asistencia escolar de los jóvenes mayores de 12 años.
8 Los resultados parecen 
justificar no sólo la continuidad del programa, sino su expansión hacia zonas 
urbanas--una  opción  de  política  adoptada  en  México  y  favorecida  por  las 
entidades multilaterales de crédito. 
Paralelamente a Familias en Acción, han surgido varios programas que 
otorgan transferencias en efectivo a grupos vulnerables: a ancianos indigentes 
(con recursos de las contribuciones solidarias de los trabajadores), a familias 
rurales en zonas cocaleras (con recursos del presupuesto nacional) y a jefes de 
familia desempleados (con recursos de las Cajas de Compensación Familiar). 
Tal como ocurre con Familias en acción, la sostenibilidad de estos programas 
no  está  plenamente  garantizada,  así  las  evaluaciones  muestren  un  impacto 
positivo. 
Paradójicamente,  ni  los  científicos  ni  sus  patrocinadores  han 
mencionado  las  inflexibilidades  políticas  generadas  por  los  programas  de 
transferencias  focalizadas.  Se  olvida  que,  en  la  mayoría  de  los  casos,  los 
                                                 
8 Véase Attanasio et al. (2003).    12 
beneficiarios  creen  haber  adquirido  el  derecho  perenne  a  una  transferencia 
estatal. Más aún cuando la naturaleza transitoria de las transferencias no se 
enfatiza  plenamente  o  simplemente  se  ignora  ¿Qué  gobierno  va  asumir  el 
costo político de eliminar los subsidios a 50 mil familias guardabosques o a 300 
mil  familias  rurales  pobres  o  100  mil  ancianos  indigentes?  Probablemente 
ninguno. Lo que no sólo afectaría la expansión (o reducción) óptima de estos 
programas,  sino  que  produciría  grandes  inequidades  horizontales.  Los  que 
primero entran, nunca salen. Los otros, nunca entran. 
Más  allá  de  las  inflexibilidades  políticas,  no  existe  claridad  sobre  la 
duración óptima de los programas (i.e., ¿por cuanto tiempo deben entregarse 
los subsidios?). Si la idea es asegurar unas condiciones de vida mínimas a los 
ancianos indigentes o evitar la deserción escolar de los pobres estructurales o 
crear  incentivos  para  que  familias  rurales  sin  oportunidades  económicas  no 
siembren coca, la duración óptima puede ser de lustros o décadas. Si la idea 
es  mantener  un  nivel  mínimo  de  consumo  en  épocas  de  crisis  o  evitar  la 
desinversión en capital humano ante una caída transitoria en los ingresos, la 
duración óptima debería ser menor. Muchos hablan de la necesidad de crear 
fondos contra cíclicos. Pocos de la necesidad de recursos permanentes habida 
cuenta de las inflexibilidades políticas y la duración óptima  de los programas. 
Por  último,  los  programas  de  transferencias  focalizadas  tampoco  han 
alcanzado  a  los  más  pobres  de  los  pobres  en  contravía  con  lo  supuesto 
inicialmente.  De  nuevo,  los  incentivos  han  echado  al  traste  las  intenciones 
iniciales. Una evaluación reciente de la focalización del programa Familias en 
acción muestra que sólo 40% de las familias beneficiarias viven en condiciones 
de pobreza extrema, a pesar de que, por diseño, sólo las familias clasificadas 
como tales eran elegibles para participar en el programa.
9 Las causas parecen 
obvias en retrospectiva: el instrumento de focalización (el Sisben) tiene errores 
gruesos  de  clasificación  ya  que  los  potenciales  beneficiarios  manipulan  las 
respuestas  con  el  fin  de  maximizar  la  probabilidad  de  recibir  subsidios 
estatales.  En  conclusión,  los  más  pobres  de  los  pobres  han  terminado  
confundiéndose con los más avezados de los pobres.  
                                                 
9 Véase IFS – Econometría (2003): “Informe de Focalización Familas en Acción”    13 
Para concluir, la adopción de programas de transferencias focalizadas 
debería  tener  en  cuenta  las  potenciales  inflexibilidades,  así  como  la 
sostenibilidad del gasto y los problemas de focalización. Independientemente 
del resultado de las evaluaciones de impacto, la cautela debería ser la norma 
general  cuando  existe  el  riesgo  de  generar  obligaciones  permanentes.  Pero 
científicos y misioneros han vuelto ha estar de acuerdo, tal como ocurrió con la 
descentralización diez años atrás. Y ya sabemos cuán cautelosos fueron unos 
y otros en ese entonces.
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5. Recursos sociales: pobres versus pensionados 
 
El  monto  de  recursos  destinados  al  gasto  social  ha  concitado  desde 
siempre  la  atención  de  misioneros  y  científicos.  Los  primeros  demandan 
recursos seguros--no sujetos a los vaivenes de la economía ni a las vicisitudes 
de las discusiones presupuestales--.
11  Menos osados, los segundos abogan 
por  la  creación  de  fondos  especiales  que  permitan  mantener  el  nivel  de 
recursos  en  tiempos  de  crisis.
12  Unos  y  otros  perciben  una  contradicción 
inmanente entre ajuste fiscal y gasto social. 
Pero lo que científicos y misioneros parecen no percibir es que tanto las 
normas que ordenan la protección del gasto social como los fondos de ahorro 
resultan  inocuos  ante  el  aumento  de  los  pagos  pensionales  con  cargo  al 
presupuesto de la Nación (ver Gráfico 4). Dado el crecimiento de estos últimos, 
el  desplazamiento  del  gasto  social  es  una  consecuencia  inevitable  que  no 
puede  revertirse  con  normas  legales  o  fórmulas  financieras.  En  esencia,  la 
disyuntiva  entre  gasto  pensional  y  social  refleja  no  sólo  un  conflicto 
intergeneracional, sino también una contradicción de fondo en la función de 
bienestar implícita definida por la Constitución de 1991. 
                                                 
10 Las palabras de Nancy Birdsall, una de las expertas mundiales en desarrollo económico, 
científica y misionera a la vez, son premonitorias: “cada década encontramos algo que hace la 
diferencia,  y  estos  programas  [las  transferencias  condicionadas]  son  tal  cosa”.  La 
descentralización también fue tal cosa en su momento. Véase Dugger (2004).  
11  Quizás  el  ejemplo  más  representativo  es  el  artículo  350  de  la  Constitución  que  estipula 
“excepto en los casos de guerra exterior o por razones de seguridad nacional, el gasto público 
social tendrá prioridad sobre cualquier otra asignación”.    
12 Véase, por ejemplo, Rawlings (2003, p. 726).     14 
La Constitución ordena, de un lado, que el gasto público debe orientarse 
prioritariamente a brindar mayores oportunidades a la población pobre y mejor 
protección a la población vulnerable. Esto es, la Constitución ordena que el 
gasto social sea prioritario. Pero contiene, al mismo tiempo, o al menos así lo 
ha  interpretado la Corte, una definición extrema de los derechos adquiridos de 
los trabajadores, que tiene, a su vez, implicaciones inmediatas sobre el monto 
de los pagos pensionales. Hacia el futuro, esta contradicción se hará cada más 
evidente  y  no  habrá  alternativa  distinta  a  desmontar  algunos  derechos 
adquiridos o disminuir el monto del gasto social. No es un tema misional. Ni 
siquiera científico. Es contable. 
Quizás  cuando  el  legislador,  durante  la  aprobación  de  la  Ley  100  de 
1993, decidió mantener los beneficios pensionales para los hombres mayores 
de 40 años y las mujeres mayores de 35, no era plenamente consciente que 
esta  decisión  implicaría  un  desplazamiento  del  gasto  social  diez  años  más 
tarde. Aún hoy muchos comentaristas sociales no son plenamente conscientes 
de  la  disyuntiva  entre  gastar  más  en  educación  y  salud  o  aferrarse  a  una 
definición  extrema  de  los  derechos  adquiridos.  Tristemente,  misioneros  y 
científicos han puesto el énfasis en la varianza del gasto social cuando lo que 
está  en  juego,  dado  el  crecimiento  del  gasto  pensional,  es  el  nivel.  Quizás 
ambos  quieren  evadir  una  confrontación  política  de  fondo  (i.e.,  una 
modificación  necesaria  a  algunos  de  nuestros  contratos  sociales  más 
complicados y onerosos). 
Gráfico 4: Pago de pensiones como porcentaje del PIB 
 
         Fuente: DNP – DEE.   15 
 
5. Conclusión (o confesión) 
 
Para  terminar,  no  sobra  advertir  que  el  tono  negativo  de  este  ensayo  es 
deliberado.  El  propósito  es  llamar  la  atención  sobre  la  importancia  de  las 
restricciones  políticas  e  institucionales  (y  sobre  el  papel  central  de  los 
incentivos)  en  el  diseño  de  la  política  social.  Sobra  decirlo,  los  aguafiestas 
tienen  un  papel  que  cumplir,  así  sólo  sea  contrastar  el  entusiasmo  del 
reformista  con  la  experiencia  del  reformador.  Como  bien  escribió  Nicolás 
Gómez Dávila, “el incorregible error político del hombre de buena voluntad es 
presuponer cándidamente que en todo momento cabe hacer lo que toca. Aquí 
donde lo necesario suele ser lo imposible”. 
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